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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de enero de 2020. 

Comparece Universal Insurance Company (Universal) y 

Popular Auto mediante recurso de apelación.  Solicitan la revisión 

de la Sentencia dictada y notificada el 13 de septiembre de 2019, 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (TPI).  

Mediante el referido dictamen, el TPI declaró Con Lugar la moción 

de desestimación presentada por Universal. 

A continuación, reseñamos el tracto fáctico y procesal 

pertinente, seguido del marco doctrinal que sostiene nuestra 

determinación. 

-I- 
 

El 6 de noviembre de 2018, Universal y Popular Auto 

incoaron una demanda sobre impugnación de confiscación contra 

el Estado Libre Asociado de Puerto Rico (Estado).  Alegaron que el 

18 de febrero de 2019, el Estado ocupó el vehículo Hyundai 
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Veloster, tablilla IUR-029 del 2017. Manifestaron que Universal 

expidió una póliza de seguro a favor del vehículo la cual cubre el 

riesgo de confiscaciones.  Arguyeron que la confiscación es nula e 

ilegal por no haberse cumplido con las exigencias de la Ley Núm. 

119-2011, conocida como la Ley Uniforme de Confiscaciones, al no 

realizarse la notificación a todas las partes dentro del término 

establecido para ello.  Igualmente, señalaron que la confiscación es 

improcedente toda vez que el vehículo nunca ha sido utilizado en 

violación a la ley.  Asimismo, afirmaron que la Ley Núm. 119-2011, 

supra, es inconstitucional, ya que le priva de su derecho 

propietario sobre el vehículo de motor confiscado.    

En igual fecha, la parte apelante presentó una “Solicitud de 

Expedición de Emplazamientos” mediante la cual informó haber 

presentado la demanda y solicitó la expedición de los 

emplazamientos de conformidad con la Regla 4 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4. 

El 11 de diciembre de 2018, la parte apelante interpuso una 

“Solicitud Urgente de Expedición de Emplazamientos”.  Informó 

que el 6 de noviembre de 2018 incoó la presente demanda sobre 

impugnación de confiscación y a la fecha aún no se habían 

expedido los emplazamientos.    

El 25 de febrero de 2019, el Estado presentó ante el TPI un 

escrito titulado “Comparecencia Especial en Solicitud de 

Desestimación” mediante la cual señaló que a esa fecha había 

transcurrido el término jurisdiccional de 15 días establecido en el 

Art. 15 de la Ley Núm. 119-2011, 34 LPRA sec. 1724l, sin haber 

sido debidamente emplazado. Ante ello, arguyó que la demanda 

debía ser desestimada por falta de jurisdicción.  

En igual fecha, los apelantes presentaron una “Oposición a 

Solicitud de Desestimación”.  Sostuvieron, en síntesis, que debido 

a que el término para emplazar al Estado estuvo sujeto a la 
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expedición de los emplazamientos, no debía operar la 

desestimación como sanción.     

El 13 de septiembre de 2019, el TPI dictó la Sentencia 

apelada en la cual declaró Con Lugar la moción de desestimación 

presentada por el Estado.  A su vez, dispuso lo siguiente:  

. . . . . . . . 
 

Del expediente surge que la demanda de impugnación 
se presentó el 6 de noviembre de 2018.  La parte 
demandante tenía hasta el 21 de noviembre de 2019 

para emplazar al Estado. Conforme lo discutido 
anteriormente e[l] término para emplazar al Estado es 
jurisdiccional. 
 
El Tribunal Supremo en múltiples ocasiones ha definido 
el término jurisdiccional como uno fatal, improrrogable y 
no admite justa causa para fines de su extensión.  El 
término de quince (15) días para emplazar al Estado 
comenzó a partir del 6 de noviembre de 2018 fecha en 
que se presentó la demanda y tenía hasta el 21 de 
noviembre de 2018 para emplazar al Estado.  El 7 de 
febrero de 2019 cuando se emplazó al Estado el término 
de quince (15) días para emplazar al Estado había 
transcurrido.1 

. . . . . . . . 

Inconforme, el 23 de septiembre de 2019, la parte apelante 

interpuso una solicitud de reconsideración.  

El 8 de octubre de 2019 y notificada el 10 de igual mes y 

año, el TPI emitió una Orden y declaró No Ha Lugar la moción de 

reconsideración instada por Universal.  

Inconforme con la determinación, el 25 de noviembre de 

2019, la parte apelante compareció ante este Tribunal de 

Apelaciones mediante el presente recurso de apelación y le imputó 

al TPI la comisión de los siguientes errores:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar que 
las partes demandantes no expresaron las gestiones 
realizadas con el Tribunal para obtener la expedición de 
los emplazamientos. 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la 
demanda de impugnación de confiscación por un 
alegado emplazamiento tardío en contra del debido 

 
1 Véase Ap., pág. 42.  



 
 

 
KLAN201901327    

 

4 

proceso de ley que debe proteger a las partes 
demandantes.   
 
El 20 de diciembre de 2019, el Gobierno de Puerto Rico 

representado por la Oficina del Procurador General compareció 

ante este Foro mediante un escrito titulado “Alegato del Gobierno 

de Puerto Rico”.  

Examinadas las comparecencias de ambas partes, 

procedemos a resolver mediante los fundamentos que 

expondremos a continuación.  

-II- 
 

La confiscación es es el acto de ocupación y de investirse 

para sí el Estado de todo derecho de propiedad sobre cualesquiera 

bienes que hayan sido utilizados en la comisión de ciertos delitos. 

Reliable v. Depto. Justicia y ELA, 195 DPR 917, 924 (2016).  Se 

trata de una excepción al mandato constitucional que prohíbe la 

toma de propiedad privada para fines públicos sin justa 

compensación. Coop. Seg. Mult. v. E.L.A., 180 DPR 655, 662 

(2011).  La confiscación persigue un propósito punitivo, pues tiene 

la intención de evitar que la propiedad confiscada pueda volverse a 

utilizar para fines ilícitos y también sirve de castigo para disuadir 

los actos criminales.  Centeno Rodríguez v. E.L.A., 170 DPR 907, 

913 (2007).   

El proceso de confiscación está regido por la Ley Uniforme de 

Confiscaciones, Ley Núm. 119-2011, 34 LPRA sec. 1724 et seq.  

Este es uno civil de naturaleza in rem, por lo que el mismo se 

ejecuta contra la cosa misma y no en cuanto a su propietario, 

poseedor, encargado o persona que respecto a ella ostente algún 

interés legal.  Reliable Financial v. ELA, supra; Doble Seis Sport TV 

v. Dpto. Hacienda, 190 DPR 763 (2014). Lo anterior obedece a que 

“[l]a confiscación que lleva a cabo el Estado, se basa en la ficción 

legal de que la cosa es la ofensora primaria.”  Exposición de 
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Motivos, Ley Núm. 119-2011, supra; Reliable Financial v. ELA, 

supra.  Por tanto, “[l]os procedimientos de confiscación civil 

pueden llevarse a cabo y culminarse antes de que se acuse, se 

declare culpable o se absuelva al acusado.  Incluso, pueden 

llevarse a cabo aun cuando no se haya presentado algún cargo 

[…].”  Exposición de Motivos, Ley Núm. 119-2011, supra.    

En lo pertinente, el estado de derecho impone al Estado el 

deber de notificar el hecho de una confiscación.  Dicha exigencia 

cumple con el propósito de salvaguardar los derechos de las partes 

interesadas en la propiedad confiscada, de modo que tengan la 

oportunidad para presentar sus defensas. Reliable v. Depto. 

Justicia y ELA, supra, a la pág. 929 (2016).   Al respecto, el Artículo 

13 de la Ley Núm. 119-2011, 34 LPRA sec. 1724j, especifica las 

personas que deberán ser notificadas sobre la confiscación.  En lo 

pertinente dispone: 

El Director Administrativo de la Junta notificará la 
confiscación y la tasación de la propiedad confiscada a 
las siguientes personas:  
 

(a) A la persona que tuviere posesión física del bien al 
momento de la ocupación. 
 

(b) A aquellas que por las circunstancias, información y 
creencia, el Director Administrativo considere como 
dueños de dicho bien. 
 

(c) En los casos de vehículos de motor, se notificará, 
además, al dueño, según consta en el Registro de 
Vehículos del Departamento de Transportación y Obras 
Públicas y al acreedor condicional que a la fecha de la 
ocupación tenga su contrato inscrito.  
 

(d) En los casos de bienes inmuebles se notificará, 
además, al dueño, según consta en el Registro de la 
Propiedad del municipio donde ubica el bien y a la 
institución hipotecaria que a la fecha de la ocupación 
aparezca en dicho Registro como acreedor hipotecario 
del bien.    
    

  . . . . . . . . 
 

34 LPRA sec. 1724j.   

Por su parte, sobre las acciones de impugnación de bienes 

confiscados, el Art. 15 de la Ley Núm. 119-2011, supra, dispone 

como sigue:  
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Las personas notificadas, según lo dispuesto en este 
capítulo y que demuestren ser dueños de la propiedad, 
podrán impugnar la confiscación dentro de los treinta 
(30) días siguientes a la fecha en que se reciba la 
notificación, mediante la radicación de una demanda 
contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico y el 
funcionario que autorizó la ocupación, debiéndose 
emplazar al Secretario de Justicia dentro de los quince 
(15) días siguientes a la fecha en que se presentó la 
demanda.  En aquellos casos que la notificación sea 
devuelta, los términos indicados comenzarán a 
computarse desde que la referida notificación sea 
recibida por el Departamento de Justicia. Estos 
términos son jurisdiccionales.  […]  

  

. . . . . . . . 
  

34 LPRA sec. 1724l.  
  

Según surge del citado Artículo, tanto el plazo para notificar 

la ejecución de una confiscación por parte del Estado, como el 

término para emplazar al Secretario de Justicia en una acción de 

impugnación de confiscación, son de carácter jurisdiccional. Los 

términos jurisdiccionales son improrrogables y fatales, por lo que 

no admiten interrupción ni cumplimiento fuera de los mismos, ello 

con independencia de las consecuencias procesales que su 

expiración conlleve.  Rosario Domínguez et als. v. ELA et al., 198 

DPR 197 (2017); Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1 

(2000). El incumplimiento con un requisito jurisdiccional 

establecido por ley priva a los tribunales de autoridad sobre el 

asunto que se pretende traer ante su consideración.  Rosario 

Domínguez et als. v. ELA et al, supra, a la pág. 208.  Por tanto, 

“hacer caso omiso a directrices de naturaleza jurisdiccional impide 

que se pueda atender un escrito fuera de término.” Íd., a la pág. 

209.  

-III- 

En el presente caso, el foro primario desestimó la demanda 

sobre impugnación de confiscación incoada por la parte apelante 

debido a que esta no emplazó al Estado dentro del término 

jurisdiccional de 15 días establecido en el Art. 15 de la Ley Núm. 
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119-2011, supra. Inconforme con tal determinación, la parte 

apelante plantea que el TPI erró al determinar que esta no expresó 

las gestiones realizadas con el Tribunal para obtener la expedición 

de los emplazamientos.  Alega, además, que el Estado no le notificó 

a Universal sobre la confiscación, aun cuando esta otorgó una 

póliza de seguro para el vehículo confiscado la cual contiene un 

endoso de confiscación.   

Por otro lado, la parte apelada sostiene que el término de 15 

días para emplazar a la Secretaria de Justicia es de naturaleza 

jurisdiccional y que su incumplimiento conlleva la desestimación 

de la demanda.  Aduce que las gestiones realizadas por parte del 

apelante para solicitar la expedición de los emplazamientos 

ocurrieron luego de transcurrido el mencionado término 

jurisdiccional.  Así, señala que el TPI actuó correctamente al 

desestimar la demanda, ya que la Secretaria de Justicia fue 

emplazada fuera del término jurisdiccional prescrito por ley. 

Según adelantamos, el Art. 13 de la Ley Uniforme de 

Confiscaciones, supra, provee una lista de las personas que el 

Director Administrativo de la Junta de Confiscaciones deberá 

notificar sobre la confiscación de un bien mueble.  Estas son: (a) 

quien tuviere la posesión física del bien al momento de la 

ocupación, (b) aquellas que, por las circunstancias, información y 

creencia, el Director Administrativo considere como dueños de 

dicho bien y (c) en los casos de vehículos de motor, se notificará, 

además, al dueño según consta en el Registro de Vehículos del 

Departamento de Transportación y Obras Públicas, y al acreedor 

condicional que a la fecha de la ocupación tenga su contrato 

inscrito.  Como podemos observar, contrario a lo que aduce el 

apelante, el Estado no tenía la obligación de notificarle a la 

aseguradora sobre la confiscación.  Ello, ya que no forma parte de 

la lista de personas a las que el Director de la Junta de 
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Confiscaciones tiene el deber de notificarle sobre la confiscación 

según dispone la ley.      

Por otra parte, el texto del Art. 15 de la Ley Uniforme de 

Confiscaciones, supra, claramente establece que la parte 

promovente de un caso de impugnación de confiscación cuenta 

con un término jurisdiccional de 15 días siguientes a la fecha en 

que se presentó la demanda para emplazar al Secretario de 

Justicia.  Surge del expediente que la presente demanda fue 

incoada el 6 de noviembre de 2018, por lo que Universal tenía un 

término jurisdiccional a vencer el 21 de noviembre de 2018 para 

emplazar al Estado.  No obstante, no fue hasta el 7 de febrero de 

2019, que la parte apelante emplazó a la Secretaria de Justicia, a 

todas luces fuera del término jurisdiccional establecido para ello. 

Reiteramos que, contrario a un término de cumplimiento 

estricto, un término jurisdiccional es fatal, improrrogable e 

insubsanable.  Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., supra.  Por 

tanto, independientemente de las gestiones que haya podido haber 

realizado la parte apelante para que se expidieran los 

emplazamientos, el término jurisdiccional no admite justa causa 

para su incumplimiento.  Así, al no haberse emplazado a la 

Secretaria de Justicia dentro de los 15 días siguientes a la 

presentación de la demanda, el TPI carecía de jurisdicción para 

entender en el presente caso. 

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón.   

El Juez Adames Sotos concurre sin opinión escrita. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


